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Doctor: 

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

JUEZ DOCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ  

SECCION SEGUNDA 

 

 

Referencia:  NULIDAD Y RETABLECIMIENTO DEL DERECHO   

Radicado:  11001333501120220011900 

Demandante: DANIEL ALEXANDER OSPITIA CARRILLO 

Demandado: PAP FIDUPREVISORA S.A. DEFENSA JURIDICA DEL EXTINTO 

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD DAS Y SU 

FONDO ROTATORIO   

 

 

SANDRA VIVIANA MÉNDEZ QUEVEDO, identificada como aparece al pie de mi 

firma, actuando como apoderada judicial de la Fiduciaria la Previsora S.A. –

Como vocera del PAP Fiduprevisora S.A. Defensa Jurídica Extinto 

Departamento Administrativo de Seguridad –DAS- y su Fondo Rotatorio, 

respetuosamente a Usted manifiesto que dentro del término legal 

correspondiente doy contestación a la demanda, en los siguientes términos: 

 

 

I. EN CUANTO A LOS HECHOS: 

 

FRENTE AL No. 1: No me consta me atengo a lo probado. 

 

FRENTE AL No. 2: No me consta me atengo a lo probado. 

 

FRENTE AL No. 3: No me consta me atengo a lo probado.  

 

FRENTE AL No. 4: No es un hecho se trata de una cita normativa.  

 

FRENTE AL No. 5: No me consta me atengo a lo probado. 

 

FRENTE AL No. 6: No me consta me atengo a lo probado. 
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FRENTE AL No. 7: Es parcialmente cierto, en efecto el aquí demandante elevó 

petición ante mi representada solicitando entre otras muchas cosas se 

realizará el pago de aportes patronales, no obstante la petición fue negada 

basados en la normatividad por la cual fue creado el PAP. 

 

FRENTE AL No. 8: Es cierto mi representada atendió de manera oportuna la 

petición elevada por el aquí demandante . 

 

 

II. PRONUNCIAMIENTO SOBRE LAS PRETENSIONES 

 

Me opongo expresamente a todas y cada una de las pretensiones que de 

alguna manera afecte de manera directa o indirecta los intereses de mis 

representadas.  

III. RAZONES DE LA DEFENSA  

 

CONTEXTUALIZACIÓN SOBRE LA NATURALEZA JURIDICA DE LA FIDUPREVISORA 

S.A  

 

De acuerdo con lo consagrado en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero 

– E.O.S.F.- Las sociedades fiduciarias son entidades de servicios financieros, 

sujetas a la inspección y vigilancia permanente de la Superintendencia 

Financiera de Colombia, cuya función principal es la de cumplir con los 

encargos fiduciarios que adquiere mediante contratos de fiducia mercantil, 

de encargos fiduciario o de la fiducia pública. También están facultadas para 

desarrollar otras actividades como son: prestar servicios de asesoría financiera, 

reorientar tenedores de bonos, obrar como agente de transferencia y registro 

de valores, desempeñarse como sindicatos o curadores de bienes, ser 

depositarios de sumas consignadas en juzgados, emitir bonos por cuenta de 

patrimonios autónomos constituidos por varias sociedades y emitir bonos por 

cuenta de varias empresas y administrar estas emisiones. (Art. 29 E.O.S.F. y Art 

4to L. 795 de 2003).  

 

Desde los orígenes de la fiducia, esta institución se ha caracterizado no 

solamente por el ingrediente de confianza que involucra, sino también por la 

originalidad en sus modalidades y la facilidad que ofrece a la gente de 

resolver los problemas prácticos de su cotidianidad, que van desde realizar un 

pago hasta garantizar una obligación o intervenir sus recursos. 
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Entre los más comunes productos ofrecidos por las sociedades fiduciarias 

podemos encontrar los fideicomisos de inversión específicos, los fondos 

comunes especiales y el fondo común ordinario, los fondos de pensiones 

voluntarias, la fiducia inmobiliaria, la fiducia en garantía, la fiducia de 

titularización y la fiducia de administración. 

 

Ahora bien, el artículo 238° de la Ley 1753 del 9 de junio de 2015, por el cual se 

expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018, autorizo la creación de un 

Patrimonio Autónomo administrado por FIDUPREVISORA S.A., para la atención 

de procesos judiciales, pago de sentencias, reclamaciones administrativas, 

laborales o contractuales, en las cuales sea parte o destinatario el extinto 

Departamento Administrativo de Seguridad -DAS-. y/o su fondo rotatorio y que 

no guarden relación con funciones trasladadas a entidades receptoras de 

acuerdo con la naturaleza, objeto o sujeto procesal, o que por cualquier razón 

carezcan de autoridad administrativa responsable para su atención.  

 

Para este propósito entre el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y 

FIDUPREVISORA S.A.; suscribieron contrato de fiducia mercantil No 6.001-2016 

cuyo objeto es el siguiente: 

 

“Constitución de un patrimonio autónomo para la atención de los 

procesos judiciales, pago de sentencias, reclamaciones 

administrativas, laborales o contractuales, en los que sea parte o 

destinatario el extinto departamento administrativo de seguridad -

DAS- y/o su fondo rotatorio, que no guarden relación con funciones 

trasladadas a entidades receptoras de acuerdo con la naturaleza, 

objeto o sujeto procesal, o que por cualquier razón carezcan de 

autoridad administrativa responsable para su atención, en 

cumplimiento del art 238 de la Ley 1753 de 2015 ”Plan Nacional de 

Desarrollo 2014-2018”. 

 

En este sentido, es claro que la actuación de FIDUPREVISORA S.A. en los 

términos de la ley 1753 de 2015, se realizará en los asuntos o controversias que 

no guarden relación con la función trasladada donde se hayan incorporado 

servidores o que por cualquier razón carezcan de autoridad administrativa 

para su atención.  

 

En efecto, es procedente aclarar, que FIDUPREVISORA S.A., no es ni ha sido 

liquidador del Extinto Departamento Administrativo de Seguridad -DAS-, y su 

relación con dicha entidad se limita a su gestión como fiduciario. Es decir, la 

naturaleza de ese vínculo es con ocasión a la constitución de un patrimonio 
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autónomo administrativo y representado por la Fiduciaria, al que se transfieren 

los recursos monetarios destinados exclusivamente al cumplimiento de la 

finalidad y actividades propias del PAP FIDUPREVISORA S.A. DEFENSA JURIDICA 

EXTINTO DAS Y SU FONDO ROTATORIO. 

 

 En este orden de ideas, encontramos que la naturaleza de las obligaciones 

de la FIDUPREVISORA S.A se limita la administración de los recursos 

fidecomitidos a fin de realizar los pagos a que hubiere lugar hasta 

concurrencia de los mismos, atención de procesos judiciales, entre otros, sin 

que en ningún momento la fiduciaria asuma la calidad de empleador, parte, 

sustituta, representante legal, o subrogataria, de las obligaciones que tenía a 

su cargo el Departamento Administrativo de Defensa DAS, pues las situaciones 

inherentes a la relación del extinto DAS y sus usuarios o exfuncionarios se 

agotaron con la supresión de dicha entidad y se escapan del resorte de esta 

sociedad fiduciaria. 

 

DE LA LEGALIDAD DE LA ACTUACIÓN DE LA FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. – 

COMO VOCERA DEL PAP FIDUPREVISORA S.A., DEFENSA JURÍDICA EXTINTO 

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD – DAS – Y SU FONDO 

ROTATORIO 

La parte actora solicita la nulidad del acto administrativo expedido por mi 

representada, pero se encuentra que el desarrollo de los fundamentos 

jurídicos de éste es muy ambiguo, ya que se observa que se pretende crear 

confusión en el Operador Judicial dando la apariencia de que se está 

cumpliendo con este requisito de la demanda, el cual está ausente, porque 

es obligación del demandante desarrollar debidamente el concepto de la 

violación del derecho.  

El inciso segundo del artículo 137 del Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo, establece que la acción de nulidad contra 

los actos administrativos procede cuando éstos hayan sido expedidos con 

infracción de las normas en que deberían fundarse, o sin competencia, o en 

forma irregular, o con desconocimiento del derecho de audiencias y defensa, 

o mediante falsa motivación, o con desviación de las atribuciones propias de 

quien los profirió. 

Pero en el sub lite, la  demandante a través del libelo de demanda sólo se 

limita a citar una serie de hechos y conceptos personales, pero no se hace un 

verdadero estudio sobre la presunta causal o causales que vicia (n) de nulidad 

las comunicaciones libradas por mis representadas, ni mucho menos indica ni 
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prueba de acuerdo con lo que se acaba de anotar cuál es la causal de 

anulabilidad que cobija el mismo. 

Por tanto, ante la ausencia de tal requisito, no puede haber lugar a 

declaratoria alguna de nulidad sobre el acto demandado. 

Destaco que no basta con citar las normas que se alegan como violadas, ya 

que las mismas han de servir de sustento para esbozar el concepto de la 

violación, esto es, que deben argumentarse jurídicamente y con base en 

hechos concretos demostrables la relación causa - efecto que a través de las 

actuaciones de la Entidad que se demanda generan la vulneración de la 

norma, de tal forma que aparezca claro para el juez dicha circunstancia o por 

lo menos pueda determinarse a partir de las afirmaciones de quien las cita. En 

este sentido, el H. Consejo de Estado en sentencia del 26 de marzo de 1982, 

con Ponencia del doctor Carlos Betancur Jaramillo expuso: 

 "... En la demanda contencioso administrativa se exige una mayor 

técnica porque fuera de que se debe determinar las normas que se 

estiman violadas por la actividad de la administración, se tiene que 

explicar el sentido de la infracción. ... Pero no sólo deberá expresarse 

la norma que se estima infringida con el acto, sino que tendrá que 

explicarse el alcance y el sentido de la infracción, o sea, el concepto 

de la violación..."  

En esa medida debemos analizar si en el caso concreto el acto administrativo 

cuestionado clasifica dentro de las causales de nulidad contempladas en la 

norma, pero que no fueron precisadas, o determinadas por el demandante o 

si con este, se trasgredió alguno de los elementos esenciales de todo acto, 

razón por la cual, no tiene el señor juez con qué contrastar o analizar, si en 

efecto, el acto demandando tiene algún vicio de nulidad.  

Como indicó en el acápite anterior las competencias de mi representadas se 

encuentran claramente definidas en el contrato de fiducia mercantil No. 

6.001-2016, por lo que es claro que la Fiduprevisora S.A. no es, ni ha sido 

liquidador del Extinto Departamento Administrativo de Seguridad DAS, su 

función se limita a la administración de los recursos asignados a fin de realizar 

los pagos a que hubiere lugar hasta la concurrencia de los mismos.  

 

En este orden de ideas, la respuesta que mi representada dio a la solicitud 

presentada por el señor Ospitia Carrillo, no carece de legalidad, más aun si se 

tiene en cuenta que de manera alguna mi representada podría comprometer 

los recursos públicos que le han sido entregados en administración.  
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En este punto es importante recordar que el PAP Fiduprevisora S.A. Defensa 

Jurídica Extinto Departamento Administrativo – D.A.S y su Fondo Rotatorio no 

posee archivos documentales en forma física o digital que otorguen certeza 

acerca de una relación laboral entre el extinto DAS y el señor DANIEL 

ALEXANDER OSPITIA CARRILLO, menos aún cuenta con la información 

pertinente para determinar de que manera se realizaron los aportes a 

seguridad social del aquí demandante, mas aún cuando su estatus de 

pensionado data del año 2010, esto es,  antes de que se ordenara la supresión 

del DAS.  

 

Conforme  lo anteriormente es claro que el proceder de mi representada se 

encuentra ajustado a los mandatos constitucionales, legales y dentro del 

marco determinado por el contrato de Fiducia suscrito con el Ministerio de 

Hacienda.  

 

FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA DE LA FIDUCIARIA LA 

PREVISORA S.A. – COMO VOCERA DEL PAP FIDUPREVISORA S.A., DEFENSA 

JURÍDICA EXTINTO DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD – DAS – Y 

SU FONDO ROTATORIO 

 

Con relación al tema de la legitimación en la causa, la sección segunda del 

Honorable Consejo de Estado, en sentencia del 25 de marzo de 2010 

expediente 05001-23-31-000-2000-02571-01 (1275-08), M.P. Dr. Gustavo 

Eduardo Gómez Aranguren, sostuvo:  

 

 “…En reciente jurisprudencia, esta Corporación ha manifestado en 

cuanto a la legitimación en la causa, que la misma no es constitutiva 

de excepción de fondo sino que se trata de un presupuesto necesario 

para proferir sentencia de mérito favorable bien a las pretensiones del 

demandante, bien a las excepciones propuestas por el demandado. 

Así mismo, ha diferenciado entre la legitimación de hecho y la 

legitimación material en la causa, siendo la legitimación en la causa 

de hecho la relación procesal existente entre demandante legitimado 

en la causa de hecho por activa y demandado legitimado en la 

causa de hecho por pasiva y nacida con la presentación de la 

demanda y con la notificación del auto admisorio de la misma quien 

asumirá la posición de demandado; dicha vertiente de la legitimación 

procesal se traduce en facultar a los sujetos litigiosos para intervenir en 

el trámite del plenario y para ejercer sus derechos de defensa y de 
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contradicción; la legitimación material, en cambio, supone la 

conexión entre las partes y los hechos constitutivos del litigio, ora 

porque resultaron perjudicadas, ora porque dieron lugar a la 

producción del daño. En un sujeto procesal que se encuentra 

legitimado de hecho en la causa no necesariamente concurrirá, al 

mismo tiempo, legitimación material, pues ésta solamente es 

predicable de quienes participaron realmente en los hechos que han 

dado lugar a la instauración de la demanda o, en general, de los 

titulares de las correspondientes relaciones jurídicas sustanciales; por 

consiguiente, el análisis sobre la legitimación material en la causa se 

contrae a dilucidar si existe, o no, relación real de la parte 

demandada o de la demandante con la pretensión que ésta formula 

o la defensa que aquella realiza, pues la existencia de tal relación 

constituye condición anterior y necesaria para dictar sentencia de 

mérito favorable a una o a otra….” . 

 

En el presente asunto es importante tener en cuenta que aún cuando el 

demandante no está indicando de manera expresa que el fin de la solicitud 

elevada tiene fines pensionales es evidente que su objetivo es la reliquidación 

de su pensión de vejez incluyendo factores que en su criterio no fueron tenidos 

en cuenta. 

Es  claro que el reconocimiento o no de cualquier tipo de derecho pensional, 

no esta en cabeza de mis representadas, pues esta facultad ha sido asignada 

a los fondos de pensiones, en este caso, la Unidad de Gestión Pensional y 

Parafiscal -UGPP-, siendo en consecuencia esta Entidad la que ostenta la 

legitimidad en la causa por pasiva. 

Al respecto señor Juez, es importante tener en cuenta sin que ello implique en 

momento alguno el reconocimiento de algún tipo de responsabilidad  en la 

omisión de los pagos que se endilgan al empleador del aquí demandante, 

que si el fondo de pensiones al momento de realizar el estudio de cualquier 

tipo de pensión, encuentra que el solicitante tiene derecho a acceder a la 

misma, debe proceder a su reconocimiento, aún si encuentra que el 

empleador no realizó los aportes de manera correcta, o incurrió en mora, pues 

para ello esta dotado de las facultades legales pertinentes para proceder al 

recobro de los mismos. 

Lo anterior quiere decir, que aun cuando en efecto, el empleador esta 

obligado a realizar los aportes necesarios para financiar el sistema general en 

pensiones, quien en primera instancia esta obligado a asumir la carga 
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prestacional que genere el reconocimiento pensional es el fondo o entidad 

de previsión, quien procederá a ejecutar todas las actividades de recobro de 

los conceptos sobre los cuales el empleador no hizo las correspondientes 

cotizaciones.  

FACULTAD DE LOS FONDOS DE PENSIONES PARA EJERCER LA JURISDICCIÓN 

COACTIVA 

En armonía con lo expuesto en el acápite anterior debe tenerse en cuenta 

que el artículo 98 del C.P.A.C.A., así como el artículo 5 de la Ley 1066 de 2006 

facultó a las Entidades Públicas que tengan que recaudar rentas o caudales 

públicos para ejercer la jurisdicción coactiva, en concordancia con ello  el 

numeral 10 del artículo 6 del Decreto 575 de 22 de marzo de 2013 establece 

como función la de iniciar las acciones administrativas y judiciales pertinentes 

en el caso en el que se detecten inconsistencias y sea necesario recaudar los 

mayores dineros pagados.  

No obstante, lo anterior dichas facultades deben ser armonizadas con los 

artículos 40 y 41 de la referida normatividad, los cuales indican: 

“Artículo 40. Supresión de Obligaciones de las entidades públicas 

que formen parte del Presupuesto General de la Nación y la UGPP o 

COLPENSIONES. Se adiciona un parágrafo al artículo 17 de la Ley 100 

de 1993, así: 

"Parágrafo. La Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional 

y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social-UGPP y la 

Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, 

suprimirán los trámites y procedimientos de cobro de las deudas a 

cargo de las entidades públicas del orden nacional que formen 

parte del Presupuesto General de la Nación, obligadas a pagar 

aportes patronales al Sistema de Seguridad Social en Pensiones, 

originadas en reliquidaciones y ajustes pensionales derivados de 

fallos ejecutoriados, que hayan ordenado la inclusión de factores 

salariales no contemplados en el ingreso base de cotización previsto 

en la normatividad vigente al momento del reconocimiento de la 

pensión. 

En todo caso las entidades de que trata esta disposición, efectuarán 

los respectivos reconocimientos contables y las correspondientes 

anotaciones en sus estados financieros. Los demás cobros que 
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deban realizarse en materia de reliquidación pensional como 

consecuencia de una sentencia judicial, deberá efectuarse con 

base en la metodología actuarial que se establezca para el efecto 

por parte del Ministerio de Hacienda y Crédito Público." 

Artículo 41. Supresión de obligaciones entre COL PENSIONES, la UGPP 

y las entidades públicas del orden nacional. Se adiciona un 

parágrafo al artículo 17 de la Ley 549 de 1999, así:  

"Parágrafo 1°. Los valores equivalentes a las cotizaciones para 

pensión de vejez que se hubieren efectuado y que no hayan sido 

tenidos en cuenta al momento del reconocimiento pensional y los 

cuales den lugar al traslado de aportes a los que se hace referencia 

en el inciso 40 del presente artículo, serán suprimidos de forma 

recíproca entre las entidades públicas, del orden Nacional que 

Dependan del Presupuesto General de la Nación, la Unidad 

Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones 

Parafiscales de la Protección Social-UGPP y la Administradora 

Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES.  

Para los efectos de este parágrafo, las entidades previstas en el 

inciso anterior, efectuaran los respectivos reconocimientos 

contables y las correspondientes anotaciones en sus estados 

financieros" (Negrillas fuera de texto). 

INTEGRACION DEL LITISCONSORCIO E INTEGRACIÓN DEL 

CONTRADICTORIO -VINCULACION UGPP- 

Preceptúa el artículo 61 del Código General del Proceso, lo siguiente: 

“(…) Art.61. Litisconsorcio necesario e integración del 

contradictorio. Cuando el proceso verse sobre relaciones o actos 

jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o por disposición 

legal, haya de resolverse de manera uniforme y no sea posible 

decidir de mérito sin la comparecencia de las personas que sean 

sujetos de  tales relaciones o que intervinieron  en dichos actos, la 

demanda deberá formularse por todas o dirigirse contra todas; si no 

se hiciese así, el juez, en el auto que admite la demanda, ordenará 

notificar y dar traslado de esta a quienes falten para integrar el 

contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia 

dispuestos para el demandado. 
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En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la 

demanda, el juez dispondrá la citación de las mencionadas 

personas, de oficio o a petición de parte, mientras no se haya 

dictado sentencia de primera instancia, y concederá a los citados 

el mismo término para que comparezcan. El proceso se suspenderá 

durante dicho término (…)”. 

El litisconsorcio necesario tiene su fundamento en la naturaleza de la relación 

sustancial objeto del litigio, definida expresamente por la ley o determinada 

mediante la interpretación de los hechos y derechos materia del proceso. En el 

primer evento basta estarse a lo dispuesto por la ley, pero cuando se trata de 

establecerlo con fundamento en la relación objeto del litigio, se impone un 

análisis cuidadoso para establecer la naturaleza del asunto y la imposibilidad de 

proferir un pronunciamiento de fondo, sin la comparecencia de un número 

plural de sujetos. 

Para proferir sentencia en contra de las partes, terceros, llamados en garantía 

o cualquier otra clase de intervinientes procesales, se requiere no sólo que 

éstos hayan sido debidamente vinculados al proceso donde se les persigue, 

sino que dentro del mismo se les haya brindado todas las garantías procesales 

y probatorias desde la etapa en que se produce su vinculación al proceso, y 

por ende mal podría hacerse extensiva una condena a quienes no fueron 

vinculados legalmente al proceso. 

La figura del litisconsorcio se presenta cuando uno o los dos extremos de la 

relación jurídico procesal está integrado por varios sujetos de derecho y puede 

ser facultativo, cuasinecesario o necesario. 

El Litisconsorcio necesario se presenta cuando la cuestión litigiosa tiene por 

objeto una relación jurídica material, única e indivisible, que debe resolverse 

de manera uniforme para todos los sujetos que integran la parte 

correspondiente (art. 51 C de P. C. y art. 61 C.G.P), lo cual impone su 

comparecencia obligatoria al proceso, por ser un requisito imprescindible 

para adelantarlo válidamente. 

Sobre el efecto de la falta de integración del litisconsorcio necesario, la 

jurisprudencia nacional ha precisado lo siguiente: 

“a)  Según el artículo 83 del Código de Procedimiento Civil, en 

armonía con el artículo 51 ibídem, hay relaciones jurídicas 

sustanciales o pretensiones respecto de las cuales, ya por su 
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propia índole o por mandato de la ley,  no es posible hacer un 

pronunciamiento judicial de mérito sin la comparecencia plena 

de las personas que son sujetos de ellas, toda vez que la sentencia 

debe comprenderlas a todas y de manera uniforme; se configura 

de ese modo un litisconsorcio necesario, que se denomina por 

activa si tal la pluralidad se hace imperativa en la parte 

demandante,  o por pasiva si lo es en la parte demandada. 

b)  Empero, no a toda relación jurídica o pretensión que tenga 

fuente en un acuerdo de voluntades cabe extender, sin distingo, 

la precedente noción de litisconsorcio necesario; la secuela que 

deriva su presencia, según la cual, “la demanda deberá 

formularse por todas o dirigirse contra todas...”, sólo encuentra fiel 

expresión en todas aquellas pretensiones encaminadas a obtener 

que se reconozca la existencia, validez, modificación, disolución 

o alteración de determinado acto jurídico; por lo tanto, lo que se 

impone es hacer un cuidadoso examen de la demanda a fin de 

verificar exactamente, con vista en ella, cuál es la naturaleza y el 

alcance personal de la relación sustancial sometida a 

controversia, para deducir de allí si el litisconsorcio es o no 

necesario.” 1 

Se deduce de todo lo anterior que el litisconsorcio necesario tiene su 

fundamento en la naturaleza de la relación sustancial objeto del litigio, definida 

expresamente por la ley o determinada mediante la interpretación de los 

hechos y derechos materia del proceso. En el primer evento basta estarse a lo 

dispuesto por la ley, pero cuando se trata de establecerlo con fundamento en 

la relación objeto del litigio, se impone un análisis cuidadoso para establecer la 

naturaleza del asunto y la imposibilidad de proferir un pronunciamiento de 

fondo, sin la comparecencia de un número plural de sujetos. 

En este caso, tal y como se indicó en precedencia, el asunto aún cuando no 

es indicado de manera expresa por el actor tiene fines pensionales, pues lo 

solicitado por el actor tiene como fin último la reliquidación de una pensión de 

vejez, luego entonces debe ser el fondo de pensiones vinculado al presente 

proceso, quien en últimas es quien tiene la información pertinente y puede 

 
1 Sala de casación civil, sentencia del 6 de octubre de 1999. proceso 5224. En esta sentencia la Corte 

rectificó la posición jurisprudencial que tenía en cuanto debía producirse fallo inhibitorio cuando en el 

trámite de la segunda instancia se encontrara la falta de integración del litisconsorcio necesario de 

cualquiera de las partes. 
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determinar si en realidad los aportes a pensión de realzaron o no en debida 

forma. 

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN 

Teniendo en cuenta que el demandante solicita entre otros aspecto, realizar 

los aportes a seguridad social, con la inclusión de la totalidad de los factores 

salariales devengados, es pertinente tener en cuenta la siguiente 

normatividad:  

 

Ley 2158 de 1948 en el articulo 151 prevé lo siguiente:  

 

ARTICULO  151. -Prescripción. Las acciones que emanen de las leyes 

sociales prescribirán en tres años, que se contarán desde que la 

respectiva obligación se haya hecho exigible. El simple reclamo 

escrito del trabajador, recibido por el patrono, sobre un derecho o 

prestación debidamente determinado, interrumpirá la prescripción 

pero sólo por un lapso igual. 

 

A su turno el Decreto 3135 de 1968 “Por el cual se prevé la integración de la 

seguridad social entre el sector público y el privado y se regula el régimen 

prestacional de los empleados públicos y trabajadores oficiales.”, indica lo 

siguiente:  

 

ARTÍCULO  41. Las acciones que emanen de los derechos 

consagrados en este Decreto prescribirán en tres años, contados 

desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. 

 

El simple reclamo escrito del empleado o trabajador ante la 

autoridad competente, sobre un derecho o prestación 

debidamente determinado, interrumpe la prescripción, pero sólo 

por un lapso igual. 

 

Y finalmente el  Decreto 1848 de 1969 “Por el cual se reglamenta el Decreto 

3135 de 1968.”, indica en el artículo 102 lo siguiente:  

 

ARTÍCULO  102.- Prescripción de acciones. 

 

1. Las acciones que emanan de los derechos consagrados en el 
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Decreto 3135 de 1968 y en este Decreto, prescriben en tres (3) años, 

contados a partir de la fecha en que la respectiva obligación se 

haya hecho exigible. 

 

2. El simple reclamo escrito del empleado oficial formulado ante la 

entidad o empresa obligada, sobre un derecho o prestación 

debidamente determinado, interrumpe la prescripción, pero solo 

por un lapso igual. 

 

Conforme a la normatividad anteriormente expuesta, las acciones que 

emanan de este tipo de derechos prescriben a los tres (3) años, término que 

se encuentra más que superado si tenemos en cuenta que el señor Víctor Julio 

Martínez Sánchez, terminó su relación laboral con el extinto DAS el 9 de agosto 

de 2009.  

 

Lo anterior sin perjuicio de que no se cuenta con ningún elemento probatorio 

que permita inferir que en efecto las cotizaciones al sistema general de 

seguridad social se realizaron de manera irregular por parte del DAS.  

 

 

INEXISTENCIA DE LA CAUSAL DE NULIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO 

PROFERIDO POR LA FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. – COMO VOCERA DEL PAP 

FIDUPREVISORA S.A., DEFENSA JURÍDICA EXTINTO DEPARTAMENTO 

ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD – DAS – Y SU FONDO ROTATORIO 

La parte actora solicita la nulidad del acto administrativo expedido por mi 

representada, pero se encuentra que el desarrollo de los fundamentos 

jurídicos de éste es muy ambiguo, ya que se observa que se pretende crear 

confusión en el Operador Judicial dando la apariencia de que se está 

cumpliendo con este requisito de la demanda, el cual está ausente, porque 

es obligación del demandante desarrollar debidamente el concepto de la 

violación del derecho.  

El inciso segundo del artículo 137 del Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo, establece que la acción de nulidad contra 

los actos administrativos procede cuando éstos hayan sido expedidos con 

infracción de las normas en que deberían fundarse, o sin competencia, o en 

forma irregular, o con desconocimiento del derecho de audiencias y defensa, 

o mediante falsa motivación, o con desviación de las atribuciones propias de 

quien los profirió. 



Sandra Viviana Méndez Quevedo 
Abogada  

14 
Sandra Viviana Méndez Quevedo 

Abogada 
abogadasandramendez@gmail.com 

3013003034 
 

Pero en el sub lite, la  demandante a través del libelo de demanda sólo se 

limita a citar una serie de hechos y conceptos personales, pero no se hace un 

verdadero estudio sobre la presunta causal o causales que vicia (n) de nulidad 

las comunicaciones libradas por mis representadas, ni mucho menos indica ni 

prueba de acuerdo con lo que se acaba de anotar cuál es la causal de 

anulabilidad que cobija el mismo. 

Por tanto, ante la ausencia de tal requisito, no puede haber lugar a 

declaratoria alguna de nulidad sobre el acto demandado. 

Destaco que no basta con citar las normas que se alegan como violadas, ya 

que las mismas han de servir de sustento para esbozar el concepto de la 

violación, esto es, que deben argumentarse jurídicamente y con base en 

hechos concretos demostrables la relación causa - efecto que a través de las 

actuaciones de la Entidad que se demanda generan la vulneración de la 

norma, de tal forma que aparezca claro para el juez dicha circunstancia o por 

lo menos pueda determinarse a partir de las afirmaciones de quien las cita. En 

este sentido, el H. Consejo de Estado en sentencia del 26 de marzo de 1982, 

con Ponencia del doctor Carlos Betancur Jaramillo expuso: 

 "... En la demanda contencioso administrativa se exige una mayor 

técnica porque fuera de que se debe determinar las normas que se 

estiman violadas por la actividad de la administración, se tiene que 

explicar el sentido de la infracción. ... Pero no sólo deberá expresarse 

la norma que se estima infringida con el acto, sino que tendrá que 

explicarse el alcance y el sentido de la infracción, o sea, el concepto 

de la violación..."  

En esa medida debemos analizar si en el caso concreto el acto administrativo 

cuestionado clasifica dentro de las causales de nulidad contempladas en la 

norma, pero que no fueron precisadas, o determinadas por el demandante o 

si con este, se trasgredió alguno de los elementos esenciales de todo acto, 

razón por la cual, no tiene el señor juez con qué contrastar o analizar, si en 

efecto, el acto demandando tiene algún vicio de nulidad.  

IV. SOLICITUDES 

 

PRINCIPALES:  

1. Se declare la falta de legitimación en la causa de PAP FIDUPREVISORA 

S.A., DEFENSA JURÍDICA EXTINTO DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE 

SEGURIDAD – DAS – Y SU FONDO ROTATORIO. 
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SUBSIDIARIA 

 

2. Se nieguen las pretensiones elevadas por la parte actora. 

  

VI. NOTIFICACIONES 

 

• La suscrita apoderada recibirá notificaciones en la diagonal 17 B No. 88-77 Int 

1 Apto 603 o en el correo electrónico abogadasandramendez@gmail.com, 

celular 3013003034.  

 

Agradeciendo la atención prestada;  

 

 
SANDRA VIVIANA MÉNDEZ QUEVEDO 

C.C. No. 1.018.405.966 de Bogotá 

T.P. No. 184781 del CSJ 
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Doctor 
GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 
JUEZ ONCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTA  
Ciudad 
 
 
REFERENCIA:  Radicación:       11001333501120220011900  
    M. de Control:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
  Demandante:   DANIEL ALEXANDER OSPITIA CARRILLO 
  Demandado:    Fiduciaria La Previsora S.A. – Como vocera del PAP Fiduprevisora  
                                                                    S.A., Defensa Jurídica Extinto Departamento Administrativo de 
                                                                    Seguridad – DAS y su Fondo Rotatorio   
 
 
ERIKA SANCHEZ MONROY,  mayor de edad, vecina de la ciudad de Bogotá, identificada con la cédula de ciudadanía No. 52.712.492 
expedida en Bogotá, quien obra con poder general amplio y suficiente, de conformidad con la Escritura Pública No. 5400 del 30 de marzo 
de 2016 de la Notaría 29 del Círculo de Bogotá, en representación del PATRIMONIO AUTÓNOMO PÚBLICO PAP FIDUPREVISORA S.A. 
DEFENSA JURÍDICA DEL EXTINTO DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DAS Y SU FONDO ROTATORIO cuyo vocero es FIDUPREVISORA 
S.A., sociedad de servicios financieros constituida mediante Escritura pública No 25 del 29 de marzo de 1985 de la Notaria 33 del Círculo 
Notarial de Bogotá, transformada en Sociedad Anónima mediante Escritura Pública No 0462 del 24 de enero de 1994 de la Notaria 29 del 
Círculo de Bogotá, con domicilio principal en la ciudad de Bogotá, todo lo cual acredita con el Certificado de Existencia y Representación 
Legal expedido por la Superintendencia Financiera de Colombia, FIDUPREVISORA actúa única y exclusivamente como vocero del 
Patrimonio Autónomo PAP Fiduprevisora S.A., Defensa Jurídica Extinto Departamento Administrativo de Seguridad – DAS – y su Fondo 
Rotatorio  según contrato de Fiducia Mercantil No. 6.001-2016 suscrito el 15 de enero de 2016, por medio del presente escrito, confiero 
PODER ESPECIAL AMPLIO Y SUFICIENTE a la doctora SANDRA VIVIANA MÉNDEZ QUEVEDO, identificado con cédula de ciudadanía No. 
1.018.405.966 de Bogotá, con tarjeta profesional No.184.781 del C. S. de la J. con correo electrónico 
abogadasandramendez@gmail.com, tal y como aparece en el Registro Nacional de Abogados para que represente a Fiduprevisora S.A., 
como vocera del Patrimonio Autónomo PAP Fiduprevisora S.A., Defensa Jurídica Extinto Departamento Administrativo de Seguridad – 
DAS – y su Fondo Rotatorio, y a su beneficiario Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, en el proceso de la referencia hasta su 
culminación. 
 
El apoderado queda ampliamente facultado para desistir, sustituir previa autorización del PAP Extinto DAS y reasumir; interponer 
recursos y todo cuanto en derecho sea necesario para el cabal desempeño del presente mandato en los términos del artículo 77 del 
Código General del Proceso, reservándose Fiduprevisora S.A. como vocera y administradora del Patrimonio Autónomo PAP Fiduprevisora 
S.A., Defensa Jurídica Extinto Departamento Administrativo de Seguridad – DAS – y su Fondo Rotatorio, expresamente la facultad de 
recibir y conciliar. 
 
Cordialmente, 
 
 
ERIKA SANCHEZ MONROY 
Apoderada General del Patrimonio Autónomo PAP Fiduprevisora S.A. Defensa Jurídica del Extinto Departamento Administrativo de 
Seguridad D.A.S.- y su Fondo Rotatorio 
C.C. No. 52.712.492 expedida en Bogotá D.C. 
 
Acepto, 

 
SANDRA VIVIANA MÉNDEZ QUEVEDO 
C.C. No. 1.018.405.966 de Bogotá 
T.P. No. 184.781 del C. S. de la J. 
Proyecto: Sandra Méndez  
Día 30 de noviembre de 2022 
Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GONZÁLEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, 
Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua. Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar 
trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra 
la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquier oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que 
éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas 
ante el Defensor del Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 
2. Identificación 3. Domicilio (dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App “Defensoría 
del Consumidor Financiero" disponible para su descarga desde cualquier Smartphone, por Play Store o por App Store.   

mailto:defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com









































































































